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/
I 
INTRODUCCIÓN


Durante el período 2008-2009 la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) ha dedicado una buena cuota de la atención de sus trabajos a los temas relacionados con el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, en virtud de las  resoluciones AG/RES. 2407 (XXXVIII-O/08) “Fortalecimiento de los sistemas de derechos humanos en seguimiento de los mandatos derivados de las Cumbres de las Américas”,  AG/RES. 2408 (XXXVIII-O/08) “Observaciones y recomendaciones al informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, y AG/RES. 2409 (XXXVIII-O/08) “Observaciones y recomendaciones al informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”, así como de los distintos mandatos que en el transcurso de los años le han sido asignados sobre esta materia.


En la resolución AG/RES. 2407 (XXXVIII-O/08) los Estados reafirmaron el compromiso de continuar fortaleciendo y perfeccionando el sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos y, en ese sentido, decidieron continuar implementando acciones concretas tendientes al cumplimiento de los respectivos mandatos de los Jefes de Estado y de Gobierno, derivados de las Cumbres de las Américas y en particular de la Tercera Cumbre, celebrada en la ciudad de Quebec, y de la Cuarta Cumbre, celebrada en Mar del Plata, Argentina.

Asimismo reconocieron  avances en áreas específicas tales como el amplio proceso de reflexión sobre el sistema en el marco de la CAJP, el esfuerzo de la CIDH al iniciar el proceso sobre consulta del proyecto de reforma de su Reglamento en el 2007, y la recepción de los aportes de los Estados miembros y de la sociedad civil, y recomendaron al Consejo Permanente que continúe el proceso de reflexión sobre el sistema como un asunto de particular importancia en el programa de trabajo de la CAJP.

 Por su parte, las resoluciones AG/RES. 2408 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2409 (XXXVIII-O/08) invitan a los órganos del sistema a que tengan presente las propuestas y comentarios de los Estados miembros presentadas en el marco de los diálogos sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados miembros y los miembros de la CIDH y de la Corte, y a que continúen participando de dicho proceso. 

Las resoluciones de la Asamblea General sobre el tema, los mandatos relacionados que han emanado de las Cumbres de  las Américas, las reflexiones vertidas por la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos, tanto en sus informes anuales como en el seno de la CAJP, las observaciones y recomendaciones de los Estados miembros, la Secretaría General y representantes de la sociedad civil,  reflejan un estadio de  madurez en el proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos que exige la adopción de medidas basadas en propuestas de acciones concretas por parte de los actores del sistema, que permitan materializar un proceso en el que hemos estado embarcados por alrededor de  una década. 

En la sesión de la CAJP celebrada el 4 de septiembre de 2008, los Estados miembros tuvieron la oportunidad de expresar sus puntos de vista sobre acciones a seguir como resultado del proceso de reflexión y de los diálogos entre los Estados miembros y los órganos del sistema interamericano de derechos humanos. Adicionalmente, la CAJP realizó las nueve (9) sesiones para revisar los temas  que aparecen enumerados en el anexo II de este documento. El presente  informe refleja  las consideraciones y propuestas formuladas por los Estados miembros, las cuales están  incluidas en la matriz que aparece en el Anexo I y se transmiten por este medio formalmente a los órganos del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, la Corte  y la Comisión Interamericanas de Derechos Humanos. 

II 
OBJETIVO


El objetivo de este ejercicio fue proponer acciones concretas tendientes al cumplimiento de los mandatos arriba citados a través de la identificación de posiciones comunes, la presentación de propuestas a los órganos del sistema y la profundización del diálogo entre todos los actores involucrados, incluyendo a la sociedad civil especializada en derechos humanos. Las iniciativas que surgieron se presentan como aportes al proceso de reformas que la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han encarado, dentro del más  irrestricto respeto a la autonomía e independencia de dichos órganos, las cuales han sido destacadas por los Estados.
III
METODOLOGÍA
A. Identificación de posiciones comunes 
La Comisión era  consciente de que en ciertos casos existen posiciones divergentes con relación a determinados aspectos del sistema. Sin embargo, el éxito del  proceso de reflexión y diálogo ha consistido no sólo en que ha permitido poner los temas sobre el tapete, sino también en que ha acercado posiciones con respecto a los mismos. 
En ese sentido, se propuso identificar aquellos puntos en los cuales existe acuerdo sobre la necesidad de su revisión y sobre los cuales ya se habían  presentado propuestas concretas como resultado del proceso de reflexión sobre el sistema, con el fin de trasladarlas formalmente a los órganos que corresponda. 
Para tal fin, se trabajó con la  matriz que aparece en el Anexo I, la cual fue  inicialmente elaborada tomando como referencia el resultado de los diálogos informales llevados a cabo en el período anterior, que se reflejó en los documentos emanados del diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados miembros y los miembros de la CIDH y la Corte IDH celebrado el 4 de abril de 2008, y en el documento de la “Reunión de México para el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos” realizada los días 25 y 26 de junio de 2008 en la Secretaría de Relaciones Exteriores de México (CP/doc.4329/08 corr.1).
/ 
La idea era  que una vez revisados los temas y propuestas contenidos en la  matriz, los Estados estuviesen  en capacidad de decidir en qué medida se acogían  a las posiciones allí descritas y ello permitiera  la presentación de propuestas conjuntas a los órganos del sistema, o que decidieran  presentar propuestas de manera individual. 
En el marco de este proceso de reflexión y para la formulación de aportes por parte de los Estados, se contó con la presencia de los representantes de la CIDH y de la Corte, quienes asistieron a las delegaciones en el análisis de los distintos temas, así como con la presencia de organizaciones de la sociedad civil con presencia en el tema.
B. Presentación de propuestas concretas
Una vez identificados los puntos en común, estos son aquí trasladados formalmente a los órganos del sistema, como aportes al proceso interno de reflexión que realizan la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. De igual manera se incluyen, como ya se mencionó,  las propuestas individuales formuladas por algunos Estados.
C. Profundización del diálogo con todos los actores involucrados
La Comisión se propuso llevar a cabo este  proceso de reflexión teniendo en cuenta las propuestas que se han dado en el marco de las discusiones llevadas a cabo en ella  y con la participación de todos los actores involucrados, de conformidad con lo previsto en el párrafo resolutivo 3 a) de la ya citada resolución AG/RES. 2407 (XXXVIII-O/08).

De conformidad con este mandato, se hizo  énfasis en la importancia de continuar con la convocatoria a las organizaciones de la sociedad civil con presencia en el sistema interamericano, a efectos de mantener un espacio de reflexión conjunta sobre la manera de fortalecerlo. En ese sentido, el 5 de marzo de 2009 la CAJP realizó una sesión especial con la sociedad civil para recibir las conclusiones que sobre el sistema interamericano de derechos humanos se obtuvieron en el Foro Hemisférico de la Sociedad Civil celebrado los días 3 y 4 de marzo de 2009, y para tener presentes sus puntos de vista acerca del proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de derechos humanos. Los documentos recibidos en esa reunión serán publicados como addéndum 1.
En la página 6 se hace una descripción gráfica de esta metodología.
IV. CONCLUSIONES

En la resolución 2407 (XXXIII-O/08) los Estados reafirmaron el compromiso de continuar fortaleciendo y perfeccionando el sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos y reconocieron el amplio proceso de reflexión sobre él en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) del Consejo Permanente y la importancia de las sesiones informales allí realizadas, así como el intercambio de propuestas y comentarios entre los Estados Miembros y los órganos del sistema interamericano de derechos humanos relacionados con el fortalecimiento y el perfeccionamiento del mismo. 
Durante este período, la CAJP continuó con este amplio proceso de reflexión como un asunto de particular importancia en su programa de trabajo. En ese sentido, se programaron nueve (9) reuniones, teniendo en cuenta las propuestas que se han dado en el marco de las discusiones llevadas a cabo en la Comisión y se continuó contando con la participación de todos los actores involucrados. 

Vale destacar la sesión conjunta celebrada el 5 de febrero con la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) para analizar las necesidades de financiamiento de los órganos del sistema. De igual manera, reviste especial relevancia la reunión especial llevada a cabo con la sociedad civil el día 5 de marzo, donde se recibieron las conclusiones sobre el sistema presentadas en el Foro Hemisférico de la Sociedad Civil que tuvo lugar los días 3 y 4 de marzo de 2009, así como sus puntos de vista sobre el proceso de reflexión. 
Como resultado de este ejercicio, la Presidencia, a nombre de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), la cual se honra en presidir, se complace en presentar formalmente el presente documento a los miembros de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) con ocasión del diálogo a celebrarse el 20 de marzo de 2009. Se trata de una contribución  al proceso de reformas que los órganos del sistema han encarado, y se hace en el marco del más  irrestricto respeto a la autonomía e independencia de dichos órganos, las cuales han sido reafirmadas permanentemente por todos los Estados miembros, sin excepción. 

La Presidencia desea destacar en esta etapa del proceso, y sin reserva de las que posteriormente vendrán, la constante voluntad de diálogo de todos los actores involucrados. En este sentido, los Estados han reconocido el esfuerzo de la CIDH al iniciar el proceso sobre consulta del proyecto de reforma de su Reglamento en el 2007, así como los aportes de los Estados Miembros y de la sociedad civil. Asimismo, la Presidencia se complace en registrar que la última reforma del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos efectuada en su LXXXII período ordinario de sesiones, celebrado del 19 al 31 de enero de 2009, es un resultado concreto de este espíritu de diálogo y de  reflexión conjunta.





María del Luján Flores 

Embajadora, Representante Permanente de Uruguay  

ante la Organización de los Estados Americanos

Presidenta, Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP)
METODOLOGÍA
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ANEXO I
RESULTADO DEL PROCESO DE REFLEXIÓN SOBRE EL SIDH (2007-2008) 
/
	Tema


	Consideraciones generales
	Propuestas
	Países

	I. FINANCIAMENTO Y FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA


	Financiamiento del sistema 
/
	· El fortalecimiento del sistema necesariamente va acompañado del aumento en su presupuesto, teniendo en cuenta la importancia de que los Estados sean en todo momento los contribuyentes principales del presupuesto de ambos órganos. 
· El aumento del presupuesto proveniente del Fondo Regular debe ser “progresivo”, además de sustantivo. 

· La mayor parte del presupuesto de la Comisión no proviene del presupuesto regular asignado por la OEA, sino de fondos específicos aportados por fuentes extra-regionales.

· El condicionamiento de algunas contribuciones podría provocar distorsiones en las prioridades de la Comisión y vulnerar su independencia.


	· Presentación por parte de la Comisión y de la Corte, de manera realista, con enfoque de prioridades y proyección de corto y mediano plazo sus necesidades financieras y posibles formas para potencializar los recursos de que disponen. 

· Aumento sustantivo del presupuesto de los órganos.

· Buscar aportes provenientes de instituciones internacionales financieras y otros donantes para el fondo Oliver Jackman.
· Poner en funcionamiento el  “Fondo de asistencia legal del sistema interamericano de derechos humanos”.
·   Someter los temas presupuestales a la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios del Consejo Permanente.
·  Incrementar los salarios de jueces y comisionados 
·   Ver la posibilidad de que las traducciones de los documentos de la Corte sean cubiertas con el presupuesto del área de traducciones de la SG 
· La solución efectiva de los graves problemas de financiamiento de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos debe ser eje principal y base de toda propuesta de ajustes para el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos”


	AG/RES. 2407 (XXXVIII-O/08)

AG/RES. 2408 (XXXVIII-O/08)

AG/RES. 2409 (XXXVIII-O/08)

AG/RES. 2420 (XXXVIII-O/08)
AG/RES. 2426 (XXXVIII-O/08)
Argentina

	Funcionamiento del sistema
	· El aumento de casos y de cargas de trabajo del sistema ha provocado que la Secretaría Ejecutiva de la CIDH se vea obligada, eventualmente, a ejercer funciones que reglamentariamente le corresponden a los comisionados.


	· Presidencias permanentes: un primer paso podría ser darle permanencia por lo menos a los presidentes de ambos órganos o, incluso alargar su estancia antes y después de los períodos de sesiones.
· Examen de la posibilidad de que los jueces y comisionados tengan también carácter permanente
· El examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos funcionen de manera permanente 
· Extensión de los periodos de sesiones de ambos órganos.

· Fortalecimiento de las secretarías ejecutivas de la Corte IDH y la CIDH

· Se consideró importante aprovechar la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para preparar propuestas de reformas reglamentarias.

	Panamá, El Salvador, Brasil,

Chile, Perú, Colombia, México
/

Costa Rica

Ecuador

Paraguay

Uruguay
AG/RES. 2407 (XXXVIII-O/08)
Reunión de México

	II. ASPECTOS PROCESALES



	Medidas Cautelares y provisionales

	· Reglamento CIDH: “Artículo 25: Medidas cautelares.
1.
En caso de gravedad y urgencia y toda vez que resulte necesario de acuerdo a la información disponible, la Comisión podrá, a iniciativa propia o a petición de parte, solicitar al Estado de que se trate la adopción de medidas cautelares para evitar daños irreparables a las personas. 

2.
Si la Comisión no está reunida, el Presidente, o a falta de éste, uno de los Vicepresidentes, consultará por medio de la Secretaría Ejecutiva con los demás miembros sobre la aplicación de lo dispuesto en el párrafo anterior.  Si no fuera posible hacer la consulta dentro de un plazo razonable de acuerdo a las circunstancias, el Presidente tomará la decisión, en nombre de la Comisión y la comunicará a sus miembros. 

3.
La Comisión podrá solicitar información a las partes interesadas sobre cualquier asunto relacionado con la adopción y vigencia de las medidas cautelares. 
· 4.
El otorgamiento de tales medidas y su adopción por el Estado no constituirán prejuzgamiento sobre el fondo de la cuestión.”Es imprescindible que, antes de emitir una decisión que adopte medidas cautelares o provisionales, la CIDH o la Corte cuenten, en todos los casos, con la información del Estado al que se refieren.

· Incluso, si es necesario, la CIDH o la Corte deben realizar visitas o investigaciones in loco, a fin de contar con mayores elementos de juicio, sobre si en realidad existe la alegada amenaza de un daño grave a la integridad de las personas; más aún, si dicha visita o investigación es solicitada por el Estado.

· En ocasiones la CIDH y la Corte han extendido las medidas de protección durante varios años. El carácter temporal de las medidas de protección es básico puesto que, con el transcurso del tiempo, la situación de supuesto peligro y amenaza tiende a desvanecerse, lo cual podría igualmente constatarse con las visitas o investigaciones antes mencionadas.

· Existen situaciones en las cuales, si bien se ha solicitado la información requerida y el Estado la ha enviado, los órganos del sistema no han emitido un pronunciamiento que otorgue o archive las medidas.

· Es necesario pues, que estas solicitudes no queden sin una respuesta, ya que esta situación perjudica al solicitante y al mismo Estado por la inseguridad generada.
	·  Necesidad de un procedimiento uniforme para el otorgamiento, seguimiento y levantamiento de la medida cautelar.  

· En relación con la  solicitud de información, es indispensable que este trámite se agote para que la CIDH cuente con toda la información posible que le permita  determinar el carácter grave y urgente, para evitar daños irreparables.  

· Antes de ordenar la implementación de medidas cautelares, debería solicitarse la opinión de los Estados, excepto en los casos de extrema urgencia en que tales medidas podrían ordenarse provisionalmente, sujetas a la posterior solicitud de información de los Estados. Igualmente, se recomendó la pertinencia de realizar una evaluación periódica sobre la necesidad de su mantenimiento, ya que, en caso contrario, se podría correr el riego de que tales medidas perdieran su legitimidad.

· Deberían existir criterios para determinar gravedad y urgencia de una situación.

· Analizar el contexto y necesidades específicas de cada caso antes de ordenar la implementación de medidas cautelares o provisionales. 

· Por su excepcionalidad se debe dar seguimiento constante a las medidas cautelares otorgadas, para poder determinar su levantamiento con oportunidad y evitar que los beneficiarios de las mismas puedan sufrir daños irreparables. 

· Debe estudiarse el manejo de las medidas cautelares colectivas sobre beneficiarios indeterminados, puesto que muchas veces contienen preceptos que no pueden ser cumplidos, lo cual afecta al sistema en general.
· Reexaminar el papel de la CIDH ante la Corte IDH, de manera que pueda ser un auxiliar de dicho tribunal y un mediador entre los Estados y los beneficiarios de las medidas provisionales, aprovechando sus facultades reglamentarias.

· Que la CIDH individualice a los beneficiarios de las medidas a fin de brindar mayor certidumbre jurídica tanto a los Estados como a los propios beneficiarios.
	Panamá, El Salvador, Brasil,

Chile, Perú, Colombia, México

Bolivia

Costa Rica

Ecuador 
/
Nicaragua
Paraguay

República Dominicana

Venezuela 
/

Reunión de México



	
	· La Argentina considera que las solicitudes de adopción de medidas cautelares han sido mecanismos de tutela muy importantes para garantizar la efectiva vigencia de los derechos humanos en situaciones de altísima gravedad y urgencia.


	· La Argentina valoraría que tales solicitudes sean adoptadas sólamente en casos de extrema necesidad, se tome en cuenta la voluntad del Estado concernido en resolver la situación y se considere con detenimiento la eventual disponibilidad y eficacia de los remedios judiciales que pudieran estuvieran disponibles en el ámbito interno, limitándose al tiempo estrictamente necesario para el cumplimiento de sus objetivos, todo ello en orden a evitar la desnaturalización del mecanismo  cautelar y de la subsidiariedad del sistema.

· Asimismo, la Argentina considera que sería importante se especifiquen los escenarios en los cuales la Comisión agota la vía cautelar para remitir a la Corte solicitudes de medidas provisionales. En particular, y atendiendo el rol reconocido a la víctima ante la Corte en este contexto, la Argentina entiende que la formación de la voluntad de la Comisión respecto de eventuales pedidos formulados por las víctimas de manera directa ante la Corte no debería prescindir de la información que pudiera aportar el Estado respecto de lo alegado por tales víctimas.    
	Argentina

	Acumulación de la admisibilidad y del fondo 
	· Reglamento CIDH. “Artículo 37. Decisión sobre admisibilidad.

· En la práctica diferir el tratamiento de la admisibilidad al fondo afecta sustantivamente el debido proceso. 
· Asimismo, el uso de esta figura limita el proceso de búsqueda de  solución amistosa. 

	· Suprimir la figura de la acumulación de la admisibilidad y el fondo.

· La modificación de procedimientos que debiliten el examen de admisibilidad debe ser valorada con sumo cuidado, ya que en dicho informe sienta las bases jurídicas para el análisis del fondo del caso, y en efecto, en éste se delimitan los presuntos hechos, punto partida  para  su caracterización; los presuntos derechos vulnerados, así como las presuntas víctimas. 

· El informe de admisibilidad reviste de la mayor importancia al otorgar seguridad jurídica a las partes—ya que se establecen los aspectos principales de la controversia—al tiempo que permite enriquecer el debate jurídico sobre el fondo, por que centra las alegaciones en derecho y el correspondiente soporte probatorio.
· México y Costa Rica sugieren que en los casos en los cuales excepcionalmente la Comisión tenga que acumular la decisión sobre admisibilidad y  el fondo, esta deberá ser debidamente fundamentada y motivada.

	Panamá, El Salvador, Brasil,

Chile, Perú, Colombia, México

Belize

Bolivia
Costa Rica 
/

Ecuador

Guatemala
Paraguay

República Dominicana

San Kitts y Nevis 

Uruguay

Venezuela

Reunión México



	Necesidad de establecer plazos en la CIDH
	· El Reglamento de la CIDH no contempla ningún plazo a cumplir por parte de la CIDH en las etapas de tramitación inicial, admisibilidad y fondo.

· Necesidad de que existan plazos para que la CIDH resuelva sobre la admisibilidad de un caso, ya que su actual inexistencia puede provocar inseguridad jurídica entre todos los actores.

· La ausencia de plazos es una de las tantas razones en la demora de los pronunciamientos.

· La incertidumbre en los plazos deteriora la legitimidad y confianza en el sistema. 

· El retraso en el envío de peticiones a los Estados ha sido la razón por la cual los Estados han recibido recientemente muchas peticiones presentadas hace varios años.

· El incumplimiento de plazos y el retraso de los trámites ante la CIDH afectan no sólo a los Estados, sino fundamentalmente a los peticionarios.
	· Se recomienda que los órganos del sistema, especialmente la CIDH, realicen un análisis sobre las consecuencias del incumplimiento de plazos para cada uno de los actores del sistema.

·    Establecer plazos concretos a lo largo del proceso para garantizar el debido proceso y permitir una adecuada solución a las peticiones en forma oportuna.

· Establecer  un plazo para que la CIDH envíe a los Estados las peticiones iniciales.


	Panamá, El Salvador, Brasil,

Chile, Perú, Colombia, México

Belize

Bolivia

Costa Rica

Ecuador

Guatemala
Paraguay
República Dominicana

San Kitts y Nevis 

Uruguay

Venezuela

Reunión México



	Archivo de peticiones 


	· Reglamento CIDH: “Artículo 30.6 Recibidas las observaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la Comisión verificará si existen o subsisten los motivos de la petición.  Si considera que no existen o subsisten, mandará a archivar el expediente.”

	·   Establecer plazos y criterios para la procedencia del archivo (inactividad procesal). 

·   Unificar los criterios para archivar un asunto (al respecto debe señalarse la práctica, no reglamentada, de desactivación de peticiones cuya naturaleza y definitiva  es incierta), y darle carácter definitivo a la decisión de archivo, para darle certeza a los usuarios del Sistema.   

·   Considerar la materia del pedido de petición, el tiempo transcurrido y la inactividad procesal para tramitar el archivo, con el objetivo de evitar cualquier daño al peticionario y el desgaste del Sistema. 
	Panamá, El Salvador, Brasil,

Chile, Perú, Colombia, México

Belize

Bolivia

Costa Rica

Ecuador

Guatemala
Paraguay
República Dominicana

San Kitts y Nevis 

Uruguay

Venezuela

Reunión México



	Procedimientos de solución amistosa


	
	· Se considera que la CIDH— en cumplimiento estricto del artículo 41 de su Reglamento— debe involucrarse de manera activa en estos procedimientos, sistematizando para tal efecto la utilización de técnicas de solución de conflictos cuya eficacia sea comprobada, a fin de que la CIDH sea un catalizador entre las posiciones de las partes y logre el fin de la controversia en forma rápida y eficiente, cual redunda en beneficio del sistema.

	Panamá, El Salvador, Brasil,

Chile, Perú, Colombia, México

Belize

Bolivia

Costa Rica

Ecuador

Guatemala
Paraguay
República Dominicana

San Kitts y Nevis 

Uruguay

Venezuela
Reunión México

AG/RES. 2409 (XXXVIII-O/08)

	
	· La Argentina mantiene una tradicional política de cooperación con los órganos del SIDH. Desde tal perspectiva, la Argentina postula al proceso de solución amistosa como opción preferente a la hora de adoptar una decisión respecto de una petición.
· Nuestro país mantiene actualmente un importante número de procesos de solución amistosa en curso y promueve que, en aquéllos de especial complejidad,  haya un mayor involucramiento de la Comisión, asumiendo en ellos un rol más activo.
· De acuerdo a la interpretación armónica de la Convención y del Estatuto de la CIDH (Arts. 41.e y 48.f de la CADH y 18.e y c del Estatuto), la Argentina considera que la Comisión tiene competencia plena para asumir un rol de esta naturaleza, por sí o encomendando dicha tarea a un relator temático o a un experto independiente, como aconteció en algunos casos.

	· La Argentina valoraría una mayor participación de la Comisión en los procesos de solución amistosa. 


	Argentina 
/

	Informe del artículo 50


	· En la mayoría de los casos este informe se convierte en una pre demanda ante la Corte IDH.

· Existe la percepción de que la CIDH no analiza a profundidad la respuesta de los Estados al llamado informe de artículo 50.

· No hay criterios para que la CIDH revise el cumplimiento de las recomendaciones incluidas en el informe de artículo 50, incluyendo la posibilidad de que, después de examinar detalladamente la respuesta del Estado, determine el cumplimiento de alguna o algunas de tales recomendaciones.
	· Estudiar cuidadosamente el informe de artículo 50.

· Que la CIDH funde y motive debidamente la decisión de conceder una prórroga al Estado para el cumplimiento de recomendaciones contenidas en el informe de artículo 50, así como la decisión de demandar al Estado ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Que la Comisión defina criterios para determinar, en su caso, el cumplimiento de ciertas recomendaciones emitidas en su informe de artículo 50, en virtud de la información presentada por el Estado.

· Definir cuál sería el momento procesal oportuno para que la CIDH  determine el cumplimiento del Estado de las recomendaciones contenidas en el informe art. 50.
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	Se señala a continuación la posición argentina respecto de las propuestas incluidas en este tema dentro del Plan de Trabajo que se indican a continuación:
· 1 “.Que la CIDH estudie cuidadosamente el informe art. 50”
Como es sabido, el informe artículo 50 es elaborado por la Comisión en tanto constituye su pronunciamiento sobre el fondo del caso, a la luz de las constancias del expediente de manera tal que
· 2 “Que la CIDH  funde y motive debidamente la decisión de conceder una prórroga al Estado para el cumplimiento de las recomendaciones, así como la decisión de demandar al Estado ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos”
· 3   “Definir  el momento oportuno para que la CIDH determine el cumplimiento del Estado de las recomendaciones”.


	· Los  alcances de esta propuesta no resultan claros ni precisos. No se explica el alcance ni el sentido de la propuesta. Eliminarla.
· Toda decisión de la CIDH debe ser fundada, pero particularmente debería incluirse en ésta propuesta que no sólo sean fundadas las decisiones apuntadas, sino fundamentalmente aquella que disponga la no remisión del caso en demanda ante la Corte IDH.

· A juicio del Estado argentino, dicha propuesta es innecesaria, toda vez que está claro que la Comisión evaluará tales extremos una vez operado el plazo otorgado para su cumplimiento, a la luz del informe producido por el Estado y de las observaciones que eventualmente produzca la parte peticionaria. Eliminarla.
	Argentina 

	Informe del artículo 51


	· En los últimos 10 años, cerca del 20% de los casos fueron resueltos con la publicación del informe de artículo 51, mientras el resto constituyeron demandas ante la Corte IDH.


	· Revalorar el llamado informe de artículo 51, incluso incorporando nuevas modalidades de seguimiento para su debido cumplimiento.
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	· Compartimos la importancia y valor del informe del artículo 51. En ese sentido, resaltamos los importantes aportes que, en la experiencia argentina, han tenido las recomendaciones formuladas por la Comisión bajo dicho formato, que contribuyeron decididamente a la declaración de inconstitucionalidad de las leyes de obediencia debida y de punto final (informe 28/92), informes que incluso han sido declarados de observancia obligatoria por la justicia argentina. (Caso Carranza Latrubesse).

· Se señala, sin embargo, que en caso de incumplimiento de recomendaciones,  la decisión de no remisión de un caso a la Corte debe ser adoptada bajo un criterio restrictivo, y teniendo particularmente en cuenta la posición de las víctimas.

	Argentina

	Audiencias temáticas 
	· Se reconoce la importancia de la celebración de estas audiencias a fin de que la Comisión pueda  contar con más elementos para estructurar un criterio más informado y, por ende, más cercano a la realidad de situaciones que por su propia naturaleza resultan bastantes complejas. 

· Se debe tener en cuenta así mismo, que en este contexto, se generan condiciones de desigualdad a las partes, máxime cuando estas audiencias públicas se transmiten a través de Internet, generando una masiva difusión del asunto objeto de la audiencia, pero sólo  desde el punto de vista del peticionario.

	· Garantizar la aplicación del principio de contradicción, es necesario la participación de ambas partes.

· Garantizar que los plazos para convocar a las audiencias temáticas otorguen el tiempo necesario para contar con la información adecuada. Este plazo puede ser más corto en situaciones excepcionales, pero no debe convertirse en práctica regular.

· Asegurar que los temas abordados en la audiencia se circunscriban a aquellos que se mencionaron en la solicitud de la audiencia

· Garantizar que la excepción prevista en el artículo 64.3 del Reglamento no se convierta en una práctica regular y esté debidamente sustentada. 

· Los peticionarios deben hacer una exposición de motivos amplia sobre la importancia de la celebración de la audiencia y precisar con detalle los temas a abordar, a fin de que el Estado pueda preparar su participación de manera adecuada. 
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	· La Argentina valora altamente la pertinencia y utilidad de las audiencias temáticas en el contexto del ejercicio de la competencia de la Comisión

· La Argentina entiende que la eventual participación de los Estados a los que le pudiera concernir la audiencia temática, si éstos lo consideran conveniente, enriquecería sustancialmente la información que recibirá la Comisión, garantizando asimismo el respeto del derecho de los Estados a ejercer su defensa.


	· La Argentina vería con agrado que la comisión notifique a los Estados acerca de la celebración de audiencias temáticas que pudieran concernirles, e invite a éstos a participar de las mismas.

	Argentina 
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	Necesidad  de  garantizar el equilibrio procesal


	· Reglamento de la Corte IDH Artículo 23. Participación de las presuntas víctimas 

· En la práctica el Estado, técnicamente, está respondiendo a dos demandas: la de la Comisión y la de los representantes de las presuntas víctima- solicitudes argumentos y pruebas-. 

· Ante esta situación, el Estado en la mitad del término que tiene para responder la demanda, debe responder este escrito, lo cual implica un gran esfuerzo de defensa del Estado e implica un desequilibrio procesal.
· Esta situación debe analizarse a la luz de la equidad procesal que debe regir en todo proceso. 
	· Redefinir el rol de la CIDH y la participación de la víctima presentando alegatos y/o pruebas, de tal manera que se garantice la equidad procesal. 

· Desarrollar propuestas concretas a fin de solucionar esta contrariedad. 

· Mantener un equilibrio procesal en los casos en trámite ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, teniendo en cuenta la diferencia de medios entre Estados y presuntas víctimas.
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	· Al menos en la experiencia de litigio de la Argentina, el tiempo que media entre la recepción del escrito de las víctimas o sus representantes y el vencimiento del plazo para contestar demanda es inferior a los dos meses, circunstancia que dificulta notoriamente la evaluación de tales alegatos, especialmente aquellos vinculados con las pretensiones reparatorias y el análisis de las pruebas sobre las que se construyen dichas pretensiones.
· Asimismo, no debe perderse de vista el impacto que en desmedro de las víctimas genera la circunstancia de que en el contexto normativo actual, la víctima no tiene garantía alguna de que su caso sea sometido a la Corte, ni siquiera en situaciones de evidente incumplimiento de las recomendaciones formuladas por la Comisión, mientras que el Estado goza del derecho de cuestionar el pronunciamiento de la CIDH llevando el caso en demanda ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
· En ese mismo sentido, la institución del juez ad hoc, respecto de la cual la Argentina ha formulado una solicitud de opinión consultiva ante la Corte, constituye un elemento más que vulnera la igualdad de armas entre el Estado y la víctima.


	·   La Argentina considera de la mayor importancia que el sistema garantice un adecuado equilibrio procesal entre las partes en el litigio.
·   Desde tal perspectiva, la Argentina acompaña la necesidad de fijar pautas en el proceso que permitan el adecuado ejercicio de los derechos de las partes, en especial en el ámbito del proceso ante la Corte Interamericana, en cuyo marco los Estados deben responder no sólo los argumentos de la Comisión, dentro del plazo de 4 meses, sino también los alegatos de las víctimas, que en general llegan a conocimiento del Estado a poco de operarse el vencimiento del plazo para contestar demanda.
·   Sin embargo, y tal como se ha señalado en la reunión de México, ello debe ser considerado tomando particularmente en cuenta la diferencia de medios entre dichas partes, sobre todo considerando la desventaja en la que, generalmente, se encuentra la víctima frente al aparato del Estado.
· A juicio de la Argentina, la tradicional interpretación que se ha dado a dicha institución, debería ser objeto de revisión, como así también la posibilidad de que el juez de la nacionalidad del Estado demandado, conserve su derecho a conocer del caso, todo ello en aras de garantizar no sólo el necesario equilibrio procesal entre las partes, sino también la imprescindible imparcialidad en la decisión que el tribunal adopte.
	Argentina

	Obligación de individualizar y nominar las presuntas víctimas, para efectos de la admisibilidad de las peticiones ante la CIDH y de las demandas ante la Corte IDH


	· En los reglamentos de la CIDH  o de la Corte IDH hay una clara ausencia de una norma expresa e inequívoca que regule la obligación de individualizar y nominar las presuntas víctimas, como un requisito de admisibilidad de las peticiones. 

· En la práctica si no hay individualización de las víctimas, no es posible caracterizar los hechos alegados, ni analizar el previo agotamiento de los recursos internos, y en consecuencia tampoco evaluar la responsabilidad internacional del Estado.

· El vacío reglamentario de este requisito generó la interpretación autorizada de dichos órganos de algunas normas de la Convención. En este sentido, la CIDH ha señalado que corresponde declarar la admisibilidad de la petición con respecto a aquellas víctimas debidamente individualizadas, identificadas y determinadas, a efectos de iniciar los trámites previstos en la Convención.

	· Incluir el requisito de individualización de las víctimas expresamente en el reglamento.
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	· Teniendo en cuenta el artículo 28.e del reglamento de la Comisión prevé, como requisito para la consideración de peticiones, que se indique, de ser posible, el nombre de la víctima. Jurisprudencia de la Corte ha abordado suficientemente esta cuestión, ratificando la necesidad de identificar a las personas que se presentan como víctimas y, en su caso, las causales de excepción. (Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 24 de noviembre de 2000, dictada en el marco de las medidas provisionales solicitadas por la CIDH en el "Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó)


	· La Argentina entiende innecesario propiciar la reforma propuesta.
	Argentina 
/


	Reparaciones 

	· En ciertos casos y circunstancias se ha visto que las medidas de reparación pecuniaria y no pecuniaria, constituyen una carga excesiva para los Estados y, el único efecto verdadero, es la dilación en el cumplimiento de las sentencias, en desmedro de los derechos legítimos de las víctimas.
· El fin o propósito de las medidas de reparación no es el enriquecimiento ni empobrecimiento de las víctimas, sino el restablecimiento de los derechos conculcados; por ello, medidas que desborden este ámbito constituyen cargas excesivas que se desvían del verdadero propósito de las reparaciones.

· El ordenar medidas de reparación o protección, o a nivel de medidas de protección, sin un análisis profundo de las consecuencias de tales medidas, en lugar de generar el efecto para el cual fueron concebidas, distorsionan el real alcance y naturaleza de aquellas y dificultan enormemente su ejecución, implementación y cumplimiento.

	· Establecer una correspondencia de los estándares internacionales y con los parámetros de los sistemas jurídicos nacionales.

· Fijar criterios uniformes de reparaciones.
· Establecer estándares e indicadores para hacer que  las   reparaciones   y   sus montos pecuniarios sean más previsibles y compatibles con las realidades de los países de la región.

· La Corte como la CIDH deben evaluar profundamente las consecuencias de estas medidas y su verdadero efecto de reparación o protectivo, al considerar el tiempo en el cual se logran efectivizar. Los Estados, en este sentido, debemos sí, ser más proactivos que reactivos, pero no se pueden soslayar los hechos que hemos manifestado.

· Estudiar qué criterios responden a la verdadera reparación integral a las víctimas, y, por otra parte, tener en cuenta la realidad económica y social de los países y subregiones, al decretar las medidas de reparación.
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	Principio de subsidiariedad en relación con el recurso tendiente a obtener reparación
	· Partiendo de tres premisas: el principio de subsidiaridad, las aspiraciones de la víctima -entre otras- a una justa reparación y el monto de las reparaciones que han resultado en la tramitación de los casos ante la Corte.


	· Posibilidad de reconocer y valorar las reparaciones que se hayan otorgado en el ordenamiento interno para que estas sean tenidas en cuenta en el examen de los órganos  del sistema interamericano, con el fin de fortalecer el sistema interno.
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	III. ASPECTOS ESTRUCTURALES



	La autonomía e independencia de los Órganos del sistema 


	· Las ideas planteadas en este ejercicio parten de un presupuesto fundamental: el irrestricto respeto a la autonomía e independencia de la Corte y la Comisión. 

	·    Se presentan una serie de propuestas  sobre temas concretos que se considera deberían constar en los reglamentos de los Órganos del sistema. Plantea, asimismo, reflexiones sobre algunos asuntos que no implicarían modificaciones a esos textos pero tienen como fin hacer más expeditos y eficientes los procedimientos por parte de los Órganos. Cabe destacar que la mayor parte de estas iniciativas han sido formuladas por los Estados en los diálogos anuales que sostienen      con la Comisión y la Corte en el marco de la CAJP.
	Todos los estados están de acuerdo.
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	· La autonomía y la independencia de los Órganos del sistema interamericano aconsejan que sean éstos quienes lideren el proceso de reforma, sin perjuicio de eventuales iniciativas y propuestas que en tal sentido puedan formular los Estados.
· La presentación del documento con propuestas a la CIDH y a la Corte es prematura, toda vez que resultaría necesario impulsar un amplio y público debate sobre el contenido y alcance de toda propuesta que en tal sentido se propicie, con  participación de la  sociedad civil.
	Argentina 
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	Control de las actuaciones procesales 
	· La independencia y autonomía de los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos son pilares indispensables para un adecuado  funcionamiento del Sistema. Este aspecto  no está en discusión. 
· Sin embargo, ningún sistema está exento  de que se cometan excesos en las actuaciones de sus órganos. Por ello, resulta necesario establecer un adecuado   control de las actuaciones procesales.
·    Actualmente no existe un procedimiento reglamentario que permita a los usuarios canalizar observaciones o quejas sobre eventuales actuaciones que se consideren contrarias a las normas de procedimiento  de los órganos del sistema o violatorias de los derechos procesales de las partes

	· Sería conveniente la existencia de un procedimiento de carácter administrativo, breve y sumario,  que permita dar curso  y absolver  aspectos relativos al control de las actuaciones procesales.  Dicho procedimiento estaría a cargo  de los propios órganos del sistema. Ello, de ninguna manera pretendería o significaría  menoscabar su independencia y autonomía.
· Tal procedimiento, permitiría a los órganos del Sistema ofrecer una  respuesta ágil y oportuna a los usuarios del sistema, al tiempo que lo fortalecería  e incrementaría   las garantías procesales. 
	Ecuador 
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	· Sobre el particular, se estima que dicha posibilidad, amén de no especificar de qué modo operaría y cuál sería el órgano que ejercería esa suerte de "control administrativo", parece colisionar con los principios fundacionales del SIDH, esto es el respeto absoluto a la autonomía e independencia de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Por otro lado, cabe recordar que dicha cuestión ya fue objeto de un pronunciamiento muy claro y concreto por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la opinión consultiva N° 19/05, del 28 de noviembre de 2005, que fuera solicitada por la República Bolivariana de Venezuela, respecto del "Control de legalidad en el ejercicio de las atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos".
	· La Argentina entiende innecesario propiciar la reforma propuesta y objeta dicha posibilidad por afectar la autonomía e independencia de los órganos del sistema y, además, por tratarse de una cuestión ya resuelta por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, intérprete último de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. .
/
	Argentina 
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	Universalización del sistema 


	
	· Considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión, lo antes posible y según sea el caso, de todos los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos. 

	AG/RES. 2407 (XXXVIII-O/08)

AG/RES. 2408 (XXXVIII-O/08)

AG/RES. 2409 (XXXVIII-O/08)

	Cambio en la situación política del Hemisferio
	· Ha habido un cambio en la situación del hemisferio con una clara orientación democrática, lo que -aún reconociendo múltiples rezagos- implica que las violaciones de derechos humanos no son en general resultado de una política de Estado. 


	· Esto debe ser reconocido por todos los actores del sistema, de tal manera que todos ellos se adapten a ese contexto.
· El éxito del sistema depende de la corresponsabilidad entre los órganos y los Estados. La adecuada cooperación de los Estados requiere una mejor comprensión, por parte de los órganos del sistema, de la complejidad de las estructuras y los procedimientos nacionales, sin menoscabo de la responsabilidad de los Estados de cumplir con sus obligaciones internacionales en la materia. 
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	Mejorar  la accesibilidad al sistema: Asistencia judicial a las Victimas


	
	· Analizar las propuestas formuladas por los jueces de la Corte Interamericana como Antonio Cancado Trindade, Manuel Ventura Robles, etc.

· Los Estados deben implementar la ejecución de programas o proyectos especiales que los lleven a Institucionalizar los mecanismos de asistencia jurídica nacionales que favorezcan el acceso de las víctimas al sistema. Una posible alternativa es que dentro de la Defensoría del Pueblo o Ministerio de Justicia o cualquier otra entidad estatal se constituya un equipo gubernamental (cuyo instrumento de constitución le garantice autonomía e independencia), que no sólo defienda a la victima sino que le proporcione asistencia económica para que pueda materializar sus peticiones y/o demandas dentro del sistema interamericano, logrando con ello un acceso más amplio de las víctimas al sistema y garantizando una debida defensa en el procedimiento. 
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	Difusión del sistema
	
	· Fortalecimiento de la labor de la CIDH del Instituto Interamericano de Derechos Humanos en la difusión del sistema incluyendo aspectos tanto de protección como de promoción de los Derechos Humanos. 

· Propiciar un mayor diálogo entre los órganos del sistema y los agentes nacionales, tales como jueces, fiscales, miembros de las fuerzas armadas y policiales, entre otros.

· A fin de fortalecer las funciones de cooperación y promoción de los órganos del sistema, la cooperación tiene que ser propuesta y solicitada por los Estados.

________________________________________
· Si bien toda iniciativa tendiente a propiciar mayor diálogo entre los órganos del sistema y funcionarios estatales resulta positiva, los términos en que ésta está expresada no permite visualizar claramente en que consistirían tales medidas de fortalecimiento, circunstancia que impide formular observaciones concretas
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	· La necesidad de adoptar medidas a fin de fortalecer la labor de la CIDH en la difusión del sistema ya ha sido objeto de tratamiento en el marco de la Reunión de México celebrada en junio de 2008.


	· 
	

	Fortalecimiento de la facultad consultiva de la Corte 


	· Está previsto que la Corte pueda emitir opiniones consultivas ante los requerimientos de los Estados. Dicha prerrogativa viene siendo utilizada de manera muy aislada.
· Dada la amplitud de la función consultiva, el importante poder de apreciación del Tribunal, sin perjuicio de las limitaciones que la propia Corte puntualizó en el ejercicio de esta competencia, cumple una función asesora y preventiva que contribuye al desarrollo progresivo del Derecho Internacional.  
	· Es necesario reflexionar sobre esta situación, ya que la opinión consultiva, en la medida que no está circunscrita a un caso concreto cuenta con una mayor elaboración teórica y práctica, que puede facilitar la aplicación normativa de las obligaciones del sistema al interior de los Estados. 

· Las opiniones consultivas fueren favorables o no a los intereses de los Estados tendrían la ventaja que ayudarían a zanjar controversias sobre situaciones concretas que en la actualidad vienen siendo tratado en forma diferente en cada caso.
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	Necesidad de contextualizar las recomendaciones de la CIDH


	· Nuestros gobiernos deben tomar decisiones democráticas y con participación de la sociedad sobre su destino futuro y viabilidad. Por ello, normas o acuerdos de paz, reformas de carácter sustancial o estructural deben ser sopesados en su real contexto de busca de permanencia del sistema democrático y la viabilidad de nuestras sociedades, máxime si son consecuencia de pactos o grandes acuerdos sociales

· Las recomendaciones de la Comisión en el contexto mencionado, han de contribuir a que los Estados garanticen “las justas exigencias del bienestar general y del desenvolvimiento democrático” (Declaración Americana)

· Se debe hacer notar a la Comisión que en ciertos casos sus recomendaciones, sustentadas en una visión unilateral de los principios generales sobre Derechos Humanos, puede socavar y atentar contra el legítimo diseño jurídico interno y poner en riesgo la gobernabilidad de una nación.
·  En ciertas oportunidades, al momento de emitir recomendaciones o aceptar la procedencia de casos, no se tuvo en consideración las excepcionalidades que envuelven a los procesos de paz o a la solución pacífica de controversias en casos de violencia extrema. 

	· Ante ello, resulta pertinente sugerir a la Comisión que, debe recurrir a interpretaciones que contengan un horizonte mayor derivado de la ciencia de Solución de Conflictos y la Pacificación de los Pueblos, para apoyar a los gobiernos de los Estados en el fortalecimiento de su desarrollo democrático, esencia y fin supremo de la Organización. 
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	· Se enfatiza que el objeto y fin de la Convención es la protección de los derechos humanos de las personas sometidas a la jurisdicción de los Estados partes, y en ese hacer, el rol de la Comisión y de la Corte Interamericana no debería  restringirse sobre la base de consideraciones tales como las "excepcionalidades" a que se hacen referencia, las que, en general, han sido frecuentemente utilizadas por las dictaduras militares para justificar violaciones masivas y sistemáticas de los derechos humanos.

· Por el contrario, las recomendaciones de la CIDH, lejos de constituir una amenaza para la "gobernabilidad de una Nación" han tenido un rol fundamental en la lucha contra la impunidad en el hemisferio. Recuérdese en ese sentido el papel determinante que tuvieron las recomendaciones formuladas en el informe 28/92 - en el cual se declaró la incompatibilidad de las leyes de "Obediencia Debida" y de "Punto Final" con las obligaciones internacionales asumidas por el Estado argentino en materia de Derechos Humanos - en la declaración de inconstitucionalidad de las citadas normas, decisión que en definitiva facilitó la reapertura de numerosas causas por violación de derechos humanos que habían sido cerradas con la secuela de injusticia e impunidad consecuente.

· Se hace notar que, en caso de que el Estado afectado no estuviera de acuerdo con las recomendaciones que formule la CIDH en el contexto de un caso, tiene expedita la vía jurisdiccional para acudir ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos a fin de que ésta resuelva, conforme a derecho, las discrepancias que pudiera tener dicho Estado respecto de lo resuelto por la Comisión.


	· Se objeta la propuesta, que no especifica de manera concreta de qué modo la misma se insertaría en el contexto de una eventual reforma al reglamento de la Comisión. La iniciativa parece constituir un avasallamiento de los principios fundacionales del sistema interamericano, construido sobre la base de la autonomía e independencia de sus órganos.
	Argentina

	Mecanismos para garantizar el cumplimiento de las decisiones de los órganos del sistema.
	· Se pone en juego un principio general de derecho, pacta suntservanda, que implica el cumplir de buena fe con todas las obligaciones internacionales.  

· La Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 68 que los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir con las sentencias de la Corte.

· La Convención en su artículo 65 establece la obligación de la Corte de informar a la Asamblea General de la OEA acerca de los incumplimientos de sentencias, pero  no se estableció un mecanismo en el propio instrumento que asegure la supervisión de la ejecución de las decisiones, sentencias y medidas provisionales de protección.

·  En el momento actual, la Corte ejerce dicha supervisión pues es inherente a su función jurisdiccional,  pero como bien se ha señalado, en ejercicio de la garantía colectiva, la fiel ejecución de las sentencias debe recaer sobre el conjunto de los Estados Partes en la Convención.

	· La previsión de un mecanismo de supervisión efectivo 


	Uruguay 

AG/RES. 2407 (XXXVIII-O/08)

AG/RES. 2408 (XXXVIII-O/08)

AG/RES. 2409 (XXXVIII-O/08)
Argentina 

Chile

Colombia 

Costa Rica 

Brasil 

Ecuador 

El Salvador 

Guatemala 

México 

Nicaragua 

Panamá 

Paraguay 

Perú 

Republica Dominicana


	
	
	·  En una primera etapa se podría prever la realización de una sesión especial de la CAJP  dedicada al análisis de un informe de cumplimiento de las sentencias adoptadas en los últimos cinco años.

·  Otro elemento a considerar es el establecer un Grupo de Trabajo dentro de la CAJP de seguimiento al cumplimiento de las sentencias  de la Corte.

	Uruguay



	
	· La Argentina comparte la importancia de diseñar un mecanismo para supervisar el cumplimiento de las decisiones de los órganos del sistema. Sin embargo, cabe observar que la clave de la cuestión radica, fundamentalmente, en la inexistencia en general de mecanismos normativos internos que faciliten la implementación de tales decisiones.

· No obstante ello, la posibilidad de que se cuente con un mecanismo internacional de supervisión podría coadyuvar a un mejor cumplimiento de tales decisiones.  
	· El documento no especifica más que "la previsión de un mecanismo de supervisión efectivo" sin especificar las características que el mismo tendría, ni el ámbito en el cual funcionaría, de manera tal que sólo resulta posible destacar la importancia de que cada Estado adopte, en su ámbito interno, un mecanismo de implementación efectivo, de conformidad con su organización constitucional, apoyando en términos generales, el diseño de un mecanismo de supervisión internacional, en consulta con la Comisión y con la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y en la medida en que tal posible mecanismo no colisione de ningún modo con el ejercicio de la supervisión que tales órganos realizan respecto del cumplimiento de sus decisiones.

	Argentina


	Necesidad de una evaluación minuciosa por parte de la CIDH, de los criterios y fuentes informativas utilizadas para incluir a los Estados en el capitulo IV de su informe anual.  


	· En el capitulo IV del informe anual se incluyen los Estados que en la opinión de la CIDH ameritan una atención especial.

· La valoración de cuales Estados merecen una atención especial viene dada con base a los criterios y las informaciones recabadas por la CIDH.

· La correcta interpretación de estos criterios y la exhaustiva evaluación de la objetividad que deben tener las informaciones recabadas es una tarea que debe llevar a cabo la Comisión en aras a no incurrir en presiones políticas, ni en errores de ningún tipo en el proceso de elaboración de este capitulo.

· Estas previsiones deben ser tomadas en cuenta para objetivizar este capitulo del informe anual, lo cual garantizara la seguridad jurídica y fortalecerá la confianza de los estados en la Comisión.

 
	· Establecer métodos confiables, fidedignos y comprobables que faciliten y mejoren la interpretación de los criterios y las fuentes informativas utilizadas para la elaboración del capitulo IV del informe anual de la CIDH.


	Venezuela

Nicaragua



	
	
	· Se objeta la propuesta por cuanto, desde el punto de vista del Estado argentino, la Comisión tiene plenas facultades, en el marco del ejercicio de sus funciones convencionales y reglamentarias, para resolver, con autonomía e independencia, cuáles son los criterios y fundamentos jurídicos que toma en cuenta a efectos de decidir la inclusión de un Estado en el citado capítulo especial. De otro modo se configuraría una injerencia indebida de los Estados en el ejercicio del rol que le confieren a la Comisión la Convención Americana sobre Derechos Humanos, su Estatuto y su Reglamento.  
	Argentina


                                                                                           ANEXO II

CRONOGRAMA DEL PLAN DE TRABAJO PARA LA CONTINUACIÓN DEL PROCESO DE REFLEXIÓN Y PROTECCIÓN SOBRE EL SIDH (2008-2009)

	Tema


	Día
	Mes/Año

	I.       FINANCIAMENTO Y FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA



	Financiamiento del sistema
	30
5
	Octubre  2008
Febrero de 2009



	Funcionamiento del sistema
	
	

	II. ASPECTOS PROCESALES



	Medidas Cautelares y provisionales
	6

	Noviembre 2008

	Acumulación de la admisibilidad y del fondo
	
	

	Necesidad de establecer plazos en la CIDH
	
	

	Archivo de peticiones

	
	

	Procedimientos de solución amistosa
	13

	

	Informe del artículo 50
	
	

	Informe del artículo 51
	
	

	Audiencias sobre peticiones o casos
	
	

	Audiencias con participación de peritos y testigos 
	
	

	Audiencias temáticas
	18

	

	Necesidad  garantizar el equilibrio procesal
	
	

	Obligación de individualizar y nominar las presuntas víctimas, para efectos de la admisibilidad de las peticiones ante la CIDH y de las demandas ante la Corte IDH
	
	

	Reparaciones

	
	

	III.  ASPECTOS ESTRUCTURALES


	La autonomía e independencia de los Órganos del sistema
	11

	Diciembre 2008



	Universalización del sistema 
	
	

	Cambio en la situación política del Hemisferio
	
	

	Mejorar  la accesibilidad al sistema: asistencia judicial a las victimas
	
	

	Principio de subsidiariedad en relación con el recurso tendiente a obtener reparación

	
	

	
Tema




	Día
	Mes/Año

	Difusión del sistema
	29

	Enero 2009



	Fortalecimiento de la facultad consultiva de la Corte 
	
	

	Necesidad de contextualizar las recomendaciones de la CIDH

	
	

	Mecanismos para garantizar el cumplimiento de las decisiones de los órganos del sistema
	
	

	Criterios y fundamentos jurídicos utilizados por la CIDH para incluir a los Estados en el capítulo especial (IV)
	
	

	Control de las actuaciones procesales
	26
	Febrero 2009



	Control de las actuaciones procesales
	2
	Marzo 2009

	Reunión con la Sociedad Civil
	5
	

	Presentación de documentos finales
	20
	


ANEXO III

CONSEJO PERMANENTE DE LA
OEA/Ser.G


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
CP/CAJP-2677/08 add.2 corr.1


25 febrero 2009


COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
Original: español

PUNTUALIZACIONES DE LA DELEGACIÓN DEL ECUADOR A LAS “OBSERVACIONES DE LA DELEGACIÓN ARGENTINA A PUNTOS DE DISCUSIÓN EN EL PLAN DE TRABAJO  PARA LA CONTINUACIÓN DEL PROCESO DE REFLEXIÓN SOBRE EL SISTEMA INTERAMERICANO DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS (2008-2009) (CP/CAJP-2665/08 rev. 6)”, CONTENIDAS EN EL DOC. CP/CAJP-2676/08 add.3

http://scm.oas.org/pdfs/2009/CP21727.pdf
PUNTUALIZACIONES DE LA DELEGACIÓN DEL ECUADOR A LAS “OBSERVACIONES DE LA DELEGACIÓN ARGENTINA A PUNTOS DE DISCUSIÓN EN EL PLAN DE TRABAJO  PARA LA CONTINUACIÓN DEL PROCESO DE REFLEXIÓN SOBRE EL SISTEMA INTERAMERICANO DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS (2008-2009) (CP/CAJP-2665/08 rev. 6)”, CONTENIDAS EN EL DOC. CP/CAJP-2676/08 add.3

1. La propuesta del Ecuador, contenida en el documento CP/CAJP-2665/08 REV 6,  no coincide con lo que  la distinguida Delegación de Argentina consigna  en el primer párrafo de sus observaciones. Según el documento  CP/CAJP-2665/08 REV 6, la propuesta del Ecuador dice  “Sería conveniente la existencia de un procedimiento de carácter administrativo, breve y sumario, que permita dar curso y absolver aspectos relativos al control de las actuaciones procesales de los órganos del sistema”

2. La propuesta del Ecuador no señala ni alude a “control administrativo”. Se remite al control de las actuaciones procesales  y, según consta del enunciado consignado en el documento ya referido, “Dicho procedimiento estaría a cargo de los propios órganos del sistema”, sin entrar a señalar cómo operaría,  ya que, a criterio de la Delegación de Ecuador, entrar en ese nivel de detalle sí podría contradecir la autonomía e independencia de los órganos del Sistema.

3. Esta propuesta, al igual que otras que el País ha planteado,   fue presentada  originalmente con ocasión del “Diálogo sobre el Funcionamiento del Sistema  Interamericano de  Derechos Humanos entre los Estados Miembros y los Miembros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y los Jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, el 4 de abril de 2008, y consta en el documento CP/CAJP-2615/08 add3, de  12 de mayo 2008. En tal ocasión se hizo referencia a  la Opinión Consultiva  de la Corte Interamericana de Derechos Humanos  N. 19/05, de 28 de noviembre de 2005. Al respecto, el Ecuador señaló que,  lamentablemente, dicha Opinión no  proporcionó luces a los Estados respecto a cómo proceder  en la práctica a presentar  quejas u observaciones ante irregularidades que pudieran producirse.   

4. Finalmente, la Delegación del Ecuador, recuerda que su propuesta parte de la premisa que “La independencia y autonomía de los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos son pilares indispensables  para un adecuado funcionamiento del Sistema”, y de modo alguno pretende socavar dicho presupuesto. Por el contrario, tal como señala la propuesta “Tal procedimiento, permitiría  a los órganos del Sistema ofrecer una respuesta  ágil y oportuna a los usuarios del sistema, al tiempo que lo fortalecería  e incrementaría las garantías procesales.”
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� / Texto de la Delegación de Argentina como nota de pié de página:





“El Gobierno de la República Argentina deja constancia de su tradicional posición en tanto entiende que toda eventual propuesta de los Estados a los órganos del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos debería ser producto de un amplio proceso de consultas, con la participación de la sociedad civil, y en el marco del pleno e irrestricto respeto a la autonomía e independencia de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Desde tal perspectiva, el Gobierno de la República Argentina valora positivamente el interés de los Estados que participaron activamente del proceso de reflexión, con el objeto de debatir ideas y propuestas tendientes al mejoramiento del sistema, sin perjuicio de lo cual considera que dicho proceso no ha sido desarrollado sobre las bases antes expuestas, de manera tal que su participación en el mismo se ha limitado a aportar las observaciones que se consideraron oportunas respecto de los distintos temas abordados, sin que ello implique conformidad ni aquiescencia con  el presente documento final”








�/ Los días 25 y 26 de junio de 2008 se llevó a cabo en la Secretaría de Relaciones Exteriores de México la “Reunión de México para el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos”. Participaron los siguientes países: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, México, Panamá, Paraguay y Perú. También participaron en segmentos específicos de la reunión la presidenta y el secretario de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Dra. Cecilia Medina Quiroga y Dr. Pablo Saavedra Alessandri, así como el juez Dr. Sergio García Ramírez, el presidente y el secretario ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Dr. Paolo Carozza y Dr. Santiago Cantón. Igualmente participaron en un segmento específico de la reunión Viviana Krsticevic y Soraya Long, representantes de CEJIL, el representante de la Comisión Mexicana para la Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Humberto Guerrero, así como Fabián Sánchez Matus, experto independiente en el sistema interamericano de derechos humanos. El documento resultante se titula “Reunión de México para el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos. Cuestiones y tendencias fundamentales identificadas por el presidente de la reunión” y fue distribuido a las delegaciones bajo la clasificación CP/doc. 4329/08 corr. 1.





�/ Los textos que aparecen sombreados en este documento corresponden a posiciones en donde la Delegación de Argentina tiene coincidencia conceptual con los demás Estados listados en la columna de la derecha.


� / La CAJP celebró sesión conjunta con la CAAP el 5 de febrero de 2009 para tratar este tema. Las propuestas adicionales que surgieron al respecto están aquí reflejadas.





�/ Ver CP/CAJP- 2584/08 presentado el 4 de abril de 2008 por este grupo de Estados, como resultado del proceso de reflexión informal y del diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados miembros y los miembros de la CIDH y la Corte IDH.


�/ Ver CP/CAJP-2615/08 add.3





�/ Ver CP/CAJP-2615/08 add.1





�/ Ver CP/doc.4233/07


� / Ver CP/CAJP-2676/08


�/ Ver CP/CAJP/INF.43/07


�/ Ver CP/CAJP-2676/08 add.1 


� / Ver CP/CAJP-2676/08 add.2





� / Ver CP/CAJP-2615/08 


� / Ver CP/CAJP-2677/08 add.1


� / Ver en CP/CAJP-2677/08 add.2 los comentarios de la Delegación del Ecuador a lo expresado por Argentina sobre este punto (Anexo III)





�/  Ver CP/CAJP-2676/08 add. 3


�/  Ver CP/CAJP/INF.39/07





